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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO ONCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C.  
Carrera 10 No. 19-65 Piso 7º Edificio Camacol – Teléfono: 2868456  

WhatsApp: 322 2890129  
Correo Electrónico: j11lpcbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Estados Electrónicos: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-11-de-pequenas-causas-
laborales-de-bogota/68  

Atención al Usuario: https://n9.cl/x6lyr 

 
ACCION DE TUTELA 

 
RADICADO: 11001 41 05 011 2023 00212 00  
ACCIONANTE:  EGDA LUCIA CONTRERAS DE PRIETO  
ACCIONADO:  EPS SANITAS S.A.S. Y OTROS 
 

S E N T E N C I A 
 
En Bogotá D.C., a los veintidós (22) días del mes de septiembre de dos mil 
veintidós (2022), procede este Despacho Judicial a decidir la Acción de Tutela 
instaurada por el señor EGDA LUCIA CONTRERAS DE PRIETO actuando a 
través de apoderado judicial en contra de EPS SANITAS SAS., en los términos y 
para los fines concebidos en el escrito de solicitud de amparo constitucional 
obrante en el archivo No. 02 del expediente. 

ANTECEDENTES 
 

El apoderado de la señora EGDA LUCIA CONTRERAS DE PRIETO, promovió 
acción de tutela en contra de EPS SANITAS, con la finalidad de que le sean 
protegidos sus derechos fundamentales a la salud, vida, la dignidad humana, la 
seguridad social, la igualdad y la protección de personas de la tercera edad. En 
consecuencia, solicita: 
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Como fundamento de la solicitud de amparo constitucional, relató os siguientes 
hechos:  
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CONTESTACIÓN DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
Una vez realizadas las notificaciones a las entidades y corrido el traslado 
correspondiente, procedieron a contestar de la siguiente manera: 
 
SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD (Archivo 08) alega falta de 
legitimación en la causa por pasiva, al considerar que en efecto, las EPS como 
aseguradoras en salud son responsables de la calidad, oportunidad, eficiencia y 
eficacia de la prestación de los servicios de salud, pues el aseguramiento en salud, 
exige que el asegurador (EPS), asuma el riesgo transferido por el usuario, esto es, 
la salud y vida del asegurado, cumpliendo las obligaciones frente la prestación de 
servicios y tecnologías, estructurados sobre una concepción integral de la salud, 
que incluya su promoción, la prevención, la paliación, la atención de la 
enfermedad y rehabilitación de los afiliados, por lo que desvincular a esta entidad 
de toda responsabilidad dentro de la presente acción de tutela teniendo en cuenta 
que la violación de los derechos que se alegan como conculcados, no deviene de 
una acción u omisión atribuible a la Superintendencia Nacional de Salud.  
 
ADMINSITRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA – ADRES (Archivo. 
07) 
 
Alega falta de legitimación en la causa por pasiva, al considerar que la EPS tiene la 
obligación de garantizar la prestación del servicio de salud de a sus afiliados, para 
lo cual pueden conformar libremente su red de prestadores, por lo que en ningún 
caso pueden dejar de garantizar la atención de sus afiliados, ni retrasarla de tal 
forma que pongan en riesgo su vida o su salud con fundamento en la prescripción 
de servicios y tecnologías no cubiertas con el Plan de Beneficios en Salud con 
cargo a la UPC. Aclara cuales son las gestiones que tiene a su cargo el ADRES “De 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley 1753 de 2016 y atendiendo lo 
establecido en el artículo 21 del Decreto 1429 de 2016 modificado por el artículo 1 del 
Decreto 546 de 2017, me permito informarle que a partir del día primero (01) de agosto 
del presente año, entra en operación la Administradora de los Recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud –ADRES como una entidad adscrita al Ministerio de 
Salud y Protección Social, con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y 
patrimonio independiente, encargada de administrar los recursos que hacen parte del 
Fondo de Solidaridad y Garantía -FOSYGA, del Fondo de Salvamento y Garantías para el 
Sector Salud -FONSAET, los que financien el aseguramiento en salud, los copagos por 
concepto de prestaciones no incluidas en el plan de beneficios del Régimen Contributivo, 
los recursos que se recauden como consecuencia de las gestiones que realiza la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social (UGPP).En consecuencia, a partir de la entrada en operación de la 
ADRES, y según lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley 1753 de 2015, debe entenderse 
suprimido el Fondo de Solidaridad y Garantía –FOSYGA, y con este la Dirección de 
Administración de Fondos de la Protección Social -DAFPS del Ministerio de Salud y 
Protección Social tal como señala el artículo 5 del Decreto 1432 de 2016 modificado por el 
artículo 1 del Decreto 547 de 2017 y que cualquier referencia hecha a dicho Fondo, a las 
subcuentas que lo conforman o a la referida Dirección, se entenderán a nombre de la 
nueva entidad quien hará sus veces, tal como lo prevé el artículo 31 del decreto 1429 de 
2016”  
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Solicita que se niegue la acción de tutela, en contra del ADRES porque del material 
probatorio que se arrimó con la tutela, se concluye que el Adres no ha violado los 
derechos deprecados por el accionante.  
CLINICA COLSANITAS (Archivo 10), Aclara que es una entidad prestadora de 
servicios de salud IPS, que el accionante ha sido atendido en esa entidad como 
usuario de la EPS SANITAS, de acuerdo a los pedimentos de la acción tutelar, 
manifestó que procedió a agendar la cita de anestesiología direccionada a la 
CLINICA UNIVERSITARIA  COLOMBIA para el día 17 de septiembre de 2022 a las 
10:00 a.m. de las citas faltantes aduce que no son programadas porque fueron 
autorizadas a través de otras entidades. Aclara que no es la entidad aseguradora 
del gestor de la tutela, y por tanto no está llamada a garantizar los derechos del 
accionante. Por ende solita la desvinculación del a tutela.  
 
SANITAS EPS (Archivo), A través del representante legal para temas de salud, 
se refirió a los hechos de la tutela en el siguiente modo, indicó que los servicios 
ordenados y prestados de conformidad, respecto de los medicamentos pedidos 
con la tutela, informó que los mismos se encuentran autorizados para ser 
dispensados por las Droguerías Cruz Verde, motivo por el cual solicita que se 
vincule a la droguería y que informe los motivos por los que no ha entregado el 
medicamento. Del mismo modo indicó que respecto de la asignación de las citas 
médicas que requiere la activa no depende de la EPS, ya que es la IPS quien 
maneja y dispone de su agenda que no es exclusiva para los afiliados de Sanitas 
sino para todas las entidades del sistema de seguridad social. Aclara que esa 
entidad gestionó las citas de electrocardiograma y cardiología y se encuentran 
agendadas, una para el 12 de marzo y la otra para el 13 de abril. En cuanto al 
tratamiento integral arguye que no se acreditan los requisitos para que se pueda 
otorgar, y que el mismo es improcedente Alega que no ha vulnerado los derechos 
que le asisten a la actora y solicita que se niegue entonces la tutela respecto de 
esa entidad 
 
DROGUERIAS CRUZ VERDE (Archivo 11) Manifestó que el medicamenteo 
CANDESARTAN 16 MG TABLETA, no lo ha entregado porque se encuentra 
agotada, asegura que el Laboratorio titular del registro sanitario no tiene 
disponibilidad, por lo que existe una imposibilidad fáctica y jurídica para dispensar 
el medicamento, adicionalmente, asegura que la entrega del medicamentos se 
hace mes a mes de conformidad a lo establecido en el artículo 10 de la Resolución 
4331 de 2012 del Ministerio de salud. Finalmente, para corroborar lo dicho remite 
el reporte de faltante del Laboratorio tecnoquímicas. 
 
CLINICA MEDERI (Archivo 12), Informa que el 27 de enero de 2023 , atendió 
a la señora EGDA LUCIA CONTRERAS DE PRIETO, a través de consulta 
externa por la especialidad de cardiología con diagnóstico de enfermedad 
coronaria, por lo cual se ordenó suministro ambulatorio de medicamento 
antiagregante dual crónico para evitar nuevos cuadros sintomatológicos 
relacionados a su diagnóstico, advirtiéndole a la paciente, que en caso de no tener 
buena adherencia a dichos medicamentos, el paso siguiente seria el suministro de 
anticoagulantes Adicionalmente, se evidencia, que dentro de la valoración también 
se ordenó cita control con la misma especialidad y consulta de primera vez por 
especialista en medicina física y rehabilitación. 
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Informó que las citas fueron asignadas así:  
 

 
 

Que no tiene en sus funciones la entrega de medicamentos, ni tampoco injerencia 
frente al suministro por parte de otra entidad, informa que es SANITAS E.P.S, 
como ente asegurador de la salud de la señora EDGA LUCIA CONTRERAS DE 
PRIETO, la única entidad que está facultada para autorizar y garantizar el 
tratamiento integral que requiere la paciente. solicita que se declare hecho 
superado respecto de esa entidad.  
 

CONSIDERACIONES 

 
PROBLEMA JURIDICO A RESOLVER 
 
Conforme a lo expuesto en el escrito tutelar, esta Sede Judicial se adentra a 
verificar si es procedente la acción de tutela como garantía de los derechos 
fundamentales de la señora EGDA LUCIA CONTRERAS DE PRIETO con el fin de 
que la accionada EPS SANITAS, en primera medida entregue el medicamento 
CANDESARTAN 16 MG TABLETA, por otro lado, programe las citas con 
cardiología y garantice un tratamiento integral.  
 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
Conforme al Artículo 86 de la Constitución Política, encontramos que la acción de 
tutela es un instrumento judicial de carácter constitucional, subsidiario, residual y 
autónomo, dirigido a facilitar y permitir el control de los actos u omisiones de todas 
las autoridades públicas y excepcionalmente de los particulares cuando estos 
vulneren derechos fundamentales. 
 
Esta acción constitucional puede ser interpuesta por cualquier persona que se 
encuentre en estado de subordinación o indefensión, a fin de obtener la pronta y 
efectiva defensa de los derechos fundamentales cuando ello resulte urgente para 
evitar un perjuicio irremediable, o cuando no exista otro medio de defensa judicial. 
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La H. Corte Constitucional ha señalado que dos de las características esenciales de 
esta figura en el ordenamiento jurídico colombiano son la subsidiariedad y la 
inmediatez, puesto que la acción de tutela ha sido instituida como remedio de 
aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad 
concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza. Luego, no es propio 
de la acción de tutela reemplazar los procesos ordinarios o especiales, pues su 
propósito específico emana de su consagración constitucional, el cual, no es otro 
que brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la 
garantía de sus derechos constitucionales fundamentales.  
 
En ese sentido, el máximo Tribunal Constitucional, ha indicado que la procedencia 
de la acción de tutela depende de la no existencia de otros medios de defensa 
judicial, para obtener la protección inmediata de los derechos fundamentales o 
aunque haya otros medios, la acción de tutela es procedente si se logra acreditar 
que con ella busca evitarse un perjuicio irremediable, o si se verifica que el otro 
medio de defensa judicial no es eficaz. 
 
En concordancia con lo anterior, el papel del Juez Constitucional en estos casos es 
examinar la eficacia e idoneidad de otro medio de defensa judicial, considerando la 
situación particular del actor; es decir, el Operador Jurídico debe tener en cuenta 
la inminencia y gravedad del riesgo al que se encuentra sometido y la posibilidad 
de que medios judiciales ordinarios resulten útiles para poner fin a la amenaza, 
revisando en consecuencia, si la acción de tutela constituye el único mecanismo 
idóneo de protección de derechos fundamentales, o por el contrario se torna 
improcedente como mecanismo principal de defensa.  
 
DEL PRINCIPIO DE INTEGRALIDAD DEL DERECHO A LA SALUD 
 
El derecho a la salud se entiende como la facultad que tienen los seres humanos 
de mantener la normalidad orgánica funcional, no solo física sino también 
mentalmente. En caso de encontrarse afectada su salud el Estado propenderá las 
medidas necesarias para el restablecimiento orgánico y funcional de ésta. Así 
mismo, se ha establecido que este derecho debe garantizarse en condiciones 
dignas pues de su materialización depende el ejercicio de otros derechos y por ello 
se ha considerado que el derecho a la salud es de carácter fundamental, razón por 
la cual puede ser protegido vía tutela directamente y no por conexidad con el 
derecho a la vida como se condicionaba anteriormente.  

Este derecho se condensa en que todas las personas tienen el derecho a que se 
les preste el servicio de salud de forma integral, con todos los tratamientos que 
requieran para el mejoramiento de su calidad de vida, al respecto la Corte 
Constitucional se ha pronunciado en los siguientes términos:  
 

“el principio de integralidad tiene como propósito mejorar las condiciones de 
existencia de los pacientes, prestando los servicios médicos en el momento 
adecuado. En otras palabras, la integralidad responde “a la necesidad de 
garantizar el derecho a la salud de tal manera que los afiliados al sistema puedan 
acceder a las prestaciones que requieran de manera efectiva, es decir, que debido 
a la condición de salud se le otorgue una protección integral en relación con todo 
aquello que sea necesario para mejorar la calidad de vida de manera efectiva”. Así 
mismo, la integralidad en el servicio de salud implica que el paciente debe 
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recibir el tratamiento de calidad que requiere según las condiciones de la 

patología que lo aquejan y las realidades científicas y médicas” (T-
509/17) (Negrilla fuera del texto) 

 
En casos como el planteado en la presente acción constitucional se hace relevante 
poner en conocimiento estos principios de acuerdo con su complejidad y conexidad 
con el derecho fundamental de la salud, al respecto el Máximo Tribunal 
Constitucional en múltiples pronunciamientos ha señalado su importancia con el fin 
de garantizar un servicio de manera continua, completa y diligente, entre 
sentencias encontramos la T-760 de 2008, reiterada recientemente en sentencia 
con radicado T- 206 de 2013, donde señaló lo siguiente: 
 

“…Cabe señalar que para esta corporación la salvaguardia del derecho fundamental 
a la salud se debe conceder, conforme los principios de eficiencia, universalidad y 
solidaridad del sistema general de seguridad social, expresamente consagrados en el 
artículo 49 superior. Además, ha indicado que las garantías de acceso a los servicios 
de salud están estrechamente relacionadas con algunos de los principios de la 
seguridad social, específicamente la integralidad y la continuidad. En la Sentencia T-
760 de 2008 se consideró: 
“Cuando el servicio incluido en el POS sí ha sido reconocido por la entidad en 
cuestión, pero su prestación no ha sido garantizada oportunamente, generando 
efectos tales en la salud, como someter a una persona a intenso dolor, también se 
viola el derecho a la salud y debe ser objeto de tutela por parte del juez 
constitucional. Cuando el acceso a un servicio de salud no es prestado 
oportunamente a una persona, puede conllevar además de un irrespeto a la salud 
por cuanto se le impide acceder en el momento que correspondía a un servicio de 
salud para poder recuperarse, una amenaza grave a la salud por cuanto la salud 
puede deteriorarse considerablemente. 
(…)De forma similar, los servicios de salud que se presten a las personas deben ser 
de calidad. Para las entidades obligadas a garantizar la prestación del servicio, 
respetar ese derecho, supone, por ejemplo, que a la persona no se le debe entregar 
un medicamento u otro tipo de servicio médico de mala calidad, que desmejore la 
salud de la persona.  
Si bien los conceptos de oportunidad, eficiencia y calidad de los servicios de salud 
comprenden muchos aspectos, la jurisprudencia constitucional se ha ocupado 
frecuentemente de problemas recurrentes a los cuales ha respondido aludiendo al 
principio de integralidad y al principio de continuidad, entre otros.” 
De esta forma, los principios de integralidad y continuidad, inmersos en las garantías 
de acceso, influyen claramente en la construcción de la fundamentalidad del 
derecho. Esto implica que el servicio sea prestado de forma ininterrumpida, 
completa, diligente, oportuna y de calidad. 
4.4. Dando alcance a lo referido anteriormente, esta Sala abordará el análisis del 
principio de continuidad en las prestaciones de salud, que conlleva la ejecución de 
los procedimientos de forma ininterrumpida, constante y permanente, sin que sea 
aceptable su suspensión sin una justificación constitucional pertinente. En desarrollo 
de este, puntualmente la Sentencia T-760 de 2008 expuso: 
“Se garantiza pues, que el servicio de salud no sea interrumpido, súbitamente, antes 
de la recuperación o estabilización del paciente. Para la jurisprudencia “(…) puede 
hacerse la distinción entre la relación jurídica- material, esto es la prestación del 
servicio que se materializa en una obligación de medio o de resultado según el caso, 
y la relación jurídica-formal, que se establece entre la institución y los usuarios.” Una 
institución encargada de prestar el servicio de salud, puede terminar la relación 
jurídico–formal con el paciente de acuerdo con las normas correspondientes, pero 
ello no implica que pueda dar por terminada inmediatamente la relación jurídica–
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material, en especial si a la persona se le está garantizando el acceso a un servicio 
de salud.” 

  
En cuanto a este principio la Corte, en Sentencia C-800 de 2003, estableció cuáles 
son los eventos constitucionalmente aceptables en relación a la determinación de 
interrumpir inesperadamente el servicio por parte de las EPS: 
  

“Por otra parte, también se ha ido precisando en cada caso, si los motivos en los 
que la EPS ha fundado su decisión de interrumpir el servicio son 
constitucionalmente aceptables. Así, la jurisprudencia, al fallar casos concretos, ha 
decidido que una EPS no puede suspender un tratamiento o un medicamento 
necesario para salvaguardar la vida y la integridad de un paciente, invocando, 
entre otras, las siguientes razones: (i) porque la persona encargada de hacer los 
aportes dejó de pagarlos; (ii) porque el paciente ya no está inscrito en la EPS 
correspondiente, en razón a que fue desvinculado de su lugar de trabajo; (iii) 
porque la persona perdió la calidad que lo hacía beneficiario; (iv) porque la EPS 
considera que la persona nunca reunió los requisitos para haber sido inscrita, a 
pesar de ya haberla afiliado; (v) porque el afiliado se acaba de trasladar de otra 
EPS y su empleador no ha hecho aún aportes a la nueva entidad; o (vi) porque se 
trata de un servicio específico que no se había prestado antes al paciente, pero que 
hace parte integral de un tratamiento que se le viene prestando...” 

 
DERECHO DE ACCESO AL SISTEMA DE SALUD LIBRE DE DEMORAS Y 
CARGAS ADMINISTRATIVAS QUE NO LES CORRESPONDE ASUMIR A LOS 
USUARIOS. 
 
Frente al tema central y que reviste gran importancia en la solicitud de amparo 
objeto de estudio, es oportuno traer a consideración los pronunciamientos 
proferidos por nuestro órgano de cierre Constitucional en sentencia T 234/13, que 
al respecto ha indicado: 
 

“Por este motivo, las Entidades Promotoras de Salud, al tener encomendada la 
administración de la prestación de estos servicios, que a su vez son suministrados 
por las IPS, no pueden someter a los pacientes a demoras excesivas en la 
prestación de los mismos o a una paralización del proceso clínico por razones 
puramente administrativas o burocráticas, como el cambio de un contrato médico. 
En efecto, cuando existe una interrupción o dilación arbitraria, esto es, que no está 
justificada por motivos estrictamente médicos, las reglas de continuidad y 
oportunidad se incumplen y en consecuencia, al prolongarse el estado de 
anormalidad del enfermo y sus padecimientos, se desconoce el derecho que tiene 
toda persona de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud. 
2.5. En esta línea, si bien para la Corte es claro que existen trámites administrativos 
en el sistema de salud que deben cumplirse, en algunos casos por parte de sus 
afiliados, también es cierto que muchos de ellos corresponden a diligencias propias 
de la Entidad Promotora de Salud, como la contratación oportuna e ininterrumpida 
de los servicios médicos con las Entidades Prestadoras. Estos contratos, mediante 
los cuales se consolida la prestación de la asistencia en salud propia del Sistema de 
Seguridad Social, establecen exclusivamente una relación obligacional entre la 
entidad responsable (EPS) y la institución que de manera directa los brinda al 
usuario (IPS), motivo por el que no existe responsabilidad alguna del paciente en el 
cumplimiento de estos. 
 (…) 
2.8. En síntesis, cuando por razones de carácter administrativo diferentes a las 
razonables de una gestión diligente, una EPS demora un tratamiento o 
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procedimiento médico al cual la persona tiene derecho, viola su derecho a la salud e 
impide su efectiva recuperación física y emocional, pues los conflictos contractuales 
que puedan presentarse entre las distintas entidades o al interior de la propia 
empresa como consecuencia de la ineficiencia o de la falta de planeación de estas, 
no constituyen justa causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad 
y clausura óptima de los servicios médicos prescritos”. 

DEL HECHO SUPERADO 
 
La H. Corte Constitucional en sentencia T 2017/047 de 2019, M.P. Dra. Diana 
Fajardo Rivera ha reiterado, ha reiterado: 
 

“…que la acción de tutela, en principio, “pierde su razón de ser cuando 
durante el trámite del proceso, la situación que genera la amenaza o 
vulneración de los derechos fundamentales invocados es superada o 
finalmente produce el daño que se pretendía evitar con la solicitud de amparo”. En 
estos supuestos, la tutela no es un mecanismo judicial adecuado pues 
ante la ausencia de supuestos fácticos, la decisión que pudiese tomar el 
juez en el caso concreto para resolver la pretensión se convertiría en 
ineficaz.  
En efecto, si lo que el amparo constitucional busca es ordenar a una 
autoridad pública o un particular que actúe o deje de hacerlo, y 
“previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, 
es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la 
vulneración o amenaza de los derechos fundamentales”. En otras palabras, 
ya no existirían circunstancias reales que materialicen la decisión del juez 
de tutela.  
(…) 
Cuando se presenta ese fenómeno (hecho superado), en términos de 
decisiones judiciales, la obligación del juez de tutela no es la de 
pronunciarse de fondo. Solo cuando estime necesario “hacer 
observaciones sobre los hechos que originaron la acción de tutela, con el 
propósito de resaltar su falta de conformidad constitucional, condenar su 
ocurrencia y conminar a que se adopten las medidas necesarias para 
evitar su repetición, so pena de las sanciones pertinentes. De cualquier 
modo, lo que sí resulta ineludible en estos casos, es que en la sentencia se 
demuestre la reparación del derecho antes de la aprobación del fallo, es 
decir, que se demuestre el hecho superado”. De lo contrario, no estará 
comprobada esa hipótesis…” 

 

DERECHO A LA SALUD DEL ADULTO MAYOR-Protección reforzada por ser 
sujeto de especial protección constitucional 
 
Esta Sala reitera la jurisprudencia constitucional en virtud de la cual los adultos 
mayores, como sujetos de especial protección constitucional, tienen derecho a una 
protección reforzada en salud, en atención a su condición de debilidad 
manifiesta. Pero además es importante resaltar, en este caso que estamos en 
presencia de una persona de la tercera edad que supera los 100 años, por lo cual 
se trata de un adulto mayor entre los mayores, que son sujetos de especialísima 
protección constitucional y por lo tanto de acuerdo con el legislador estatutario “… 
su atención en salud no estará limitada por ningún tipo de restricción 
administrativa o económica.” Estos adultos mayores entre los mayores, presentan 
una mayor vulnerabilidad que se evidencia en la fragilidad y deterioro continuo de 
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su cuerpo y su salud, por lo que el Estado está en la responsabilidad de cuidar y 
proteger para brindarles un entorno digno y seguro en sus últimos años de vida. 
 
DEL CASO CONCRETO 
 
En primer lugar, conforme a lo expuesto por el petente en el escrito tutelar, esta 
Sede Judicial se dispone a resolver, si a la señora EGDA LUCIA CONTRERAS DE 
PRIETO le han sido vulnerados sus derechos fundamentales a la salud, con 
relación a la vida; por la presunta negativa de la accionada EPS SANITAS de 
suministrar y entregar el medicamento “CANDESARTAN 16 MG TABLETA, y 
autorizar y programar las citas de especialista que la accionante requiere.  
 
Para comenzar a definir la suerte de la presente acción de tutela, debemos 
recordar lo esgrimido por la Corte Constitucional en la sentencia ha decantado que 
es obligación de las EPS autorizar de manera inmediata los servicios de salud y 
medicamentos que hayan sido ordenados al paciente por el médico tratante, sin 
someterlo a trámites administrativos que pongan en riesgo la continuidad de su 
tratamiento, la salud, además porque de los anexos de tutela se observa que los 
galenso del gestor de tutela han informado y plasmado en su historia clínica que 
se trata de un paciente crónico, que obviamente requiere de manera urgente 
garantizar la continuidad del tratamiento y la entrega de medicamentos a fin de 
salvaguardar la salud del paciente.  
 
En ese orden de ideas, para esta operadora judicial no es recibo la respuesta 
allegada por vinculada, droguería cruz verde en el sentido de indicar que el 
medicamento CANDESARTAN 16 MG TABLETA, se encuentra desabastecido, ni 
mucho menos la respuesta de la accionada SANITAS EPS al decir que el 
cumplimiento de los servicios de salud dependen de otras entidades prestadoras 
del servicio de salud, pues se colige que la EPS quiere es desprenderse de su 
responsabilidad.  
 
No resulta admisible que la entidad prestadora del servicio de salud manifieste que 
por culpa de otra entidad no cumplen con su deber, de ser así se le conmina a 
revisar las analizar las estrategias que pacta a nivel administrativo.  
 
Máxime porque si bien es cierto que se aportó por parte de la droguería un 
certificado de desabastecimiento del medicamento, lo cierto es que el despacho 
buscando en internet encuentra que ese laboratorio no es el único autorizado en 
colibia para la venta y producción del mismo, pues se ve por ejemplo que lo 
distribuye laboratorio Genfar, Mk entre otros 
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Por lo que sin lugar a dudas resulta plausible, garante y apropiado ordenar a la 
encartada que sin importar a través de quien, o que farmacia dispensa los 
medicamentos al paciente entregue oportunamente el medicamento que le fue 
prescrito a la actora tal como se observa en la formula u orden medica que obra 
en él expediente archivo No. 79 del archivo No. 02 
 

 
 
Medicamento llamado “CANDESARTAN 16 MG TABLETA” en los términos que 
su médico tratante ordenó ya que se prueba que la no entrega del medicamento 
amenazan el derecho fundamental a la vida, un derecho tan importante que 
merece una protección especial por ser el derecho primordial en el cual se inspira 
nuestra Carta Política desde el mismo preámbulo. 
 
Valga señalar que jurisprudencialmente la Corte Constitucional ha marcado los 
requisitos para que sea procedente la entrega de medicamentos, , tal como se 
evidencia en la Sentencia T-098 de 2016: 
 

“(i) que la falta del servicio o medicina solicitada ponga en riesgo los derechos a la 
vida e integridad del paciente. Bien sea, porque amenaza su supervivencia o afecta 
su dignidad; (ii) que el servicio o medicina no pueda ser sustituido por otro que sí 
está incluido dentro del POS bajo las mismas condiciones de calidad y efectividad; 
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(iii) que el servicio o medicina haya sido ordenado por un médico adscrito a la EPS 
en la que está inscrito el paciente; y, (iv) que la capacidad económica del paciente, 
le impida pagar por el servicio o medicina solicitado”.” 

 
Ahora bien, en cuanto a las órdenes de citas médicas arrimadas por el apoderado 
de la activa, debe aclarar este este despacho que no se evidencia por ninguna 
parte que se le hubiera incoado que las citas de cardiología deben ser de manera 
mensual, pues contrario a lo manifestado si se encuentro que tiene una orden de 
control o cita de cardiología en un mes, así mismo la orden de ecocardiograma y 
teniendo en cuenta la respuesta allegada por sanitas y las vinculadas clínica 
Mederi, se logra establecer que ya agendaron las citas que necesita, entonces esa 
pretensión de la tutela se negará por hecho superado  
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En ese orden de ideas, ha de recordar esta Juzgadora que lo mínimo que se le 
exige a la accionada, y sus IPS adscritas es que en atención a su función como 
“entidad promotora y prestadora de servicios de salud”, cumpla con las 
obligaciones que su deber le impone, omita trámites administrativos negligentes y 
garantice el acceso en condiciones de calidad, oportunidad, sin restricción a las 
actividades, procedimientos, intervenciones, insumos y medicamentos incluidos en 
el plan de beneficios y los no incluidos en el plan de beneficios, que sean 
requeridos con necesidad por el señor EGDA LUCIA CONTRERAS DE PRIETO; 
en los términos y tiempos establecidos en cada oportunidad por los médicos 
tratantes.  
 
Con referencia al tratamiento integral; debe indicar esta operadora judicial que 
no accederá a tal pretensión, teniendo en cuenta que el principio de integralidad 
tiene como propósito prestar los servicios médicos en el momento en que se 
presentan las patologías y mal haría este Despacho en tutelar derechos que no 
están siendo transgredidos en la actualidad, por tal motivo no se hace procedente 
el amparo incoado.  
 
En razón de lo anterior, se ordenará a la EPS SANITAS, que en el término de 48 
horas siguientes a la notificación de la presente decisión proceda a suministrar a la 
señora EGDA LUCIA CONTRERAS DE PRIETO identificada con la CC 
41.462.108, el medicamento CANDESARTAN 16 MG TABLETA de conformidad 
a la prescripción médica y en los términos que su médico tratante disponga, sin 
importar a través de que droguería o de que laboratorio sea, deberá entregárselo 
en el término acá concedido.  
 
Finalmente, al no existir responsabilidad alguna de las vinculadas, EPS SANITAS, 
CORPORACION HOSPITALARIA JUAN CIUDAD –HOSPITAL 
UNIVERSITARIO MAYOR MEDERI y DROGUERIAS Y FARMACIAS CRUZ 
VERDE S. A. S, se ordenará su desvinculación de la acción de tutela de la 
referencia, teniendo en cuenta que no existe vulneración alguna a los derechos 
fundamentales alegados como trasgredidos.  
 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO ONCE MUNICIPAL DE PEQUEÑAS 
CAUSAS LABORALES DE BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de 
la República de Colombia y por autoridad de la ley:  
 

RESUELVE  

PRIMERO: TUTELAR PARCIALMETNE los derechos fundamentales a la vida, 
salud, de la señora EGDA LUCIA CONTRERAS DE PRIETO, de conformidad a la 
parte motiva de esta sentencia. 
 
SEGUNDO: ORDENAR a la EPS SANITAS EPS SANITAS, que en el término de 
48 horas siguientes a la notificación de la presente decisión proceda a suministrar 
a la señora EGDA LUCIA CONTRERAS DE PRIETO identificada con la CC 
41.462.108, el medicamento CANDESARTAN 16 MG TABLETA de conformidad 
a la prescripción médica y en los términos que su médico tratante disponga, sin 
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importar a través de que droguería, convenio ni de que laboratorio sea, 
deberá entregárselo en el término acá concedido.  
 
TERCERO: NEGAR por HEHCO SUPERADO la acción de tutela respecto de las 
citas que requiere la activa como quiera que ya fueron agendadas. 
 
CUARTO: NEGAR el tratamiento integral por improcedente, conforme a la parte 
motiva de la sentencia  
 
QUINTO: DESVINCULAR a EPS SANITAS, CORPORACION HOSPITALARIA 
JUAN CIUDAD – HOSPITAL UNIVERSITARIO MAYOR MEDERI y 
DROGUERIAS Y FARMACIAS CRUZ VERDE S. A. S, de conformidad con la 
parte motiva de este proveído.  
 
SEXTO: NOTIFICAR por el medio más expedito tanto a la parte accionante como 
a la accionada del resultado de la presente providencia.  
 
SEPTIMO: Si no fuere impugnado el presente fallo oportunamente, esto es, 
dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación, se remitirá a la H. Corte 
Constitucional en los términos del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. En caso 
contrario se enviará a la Oficina Judicial - Reparto de los Juzgados Laborales del 
Circuito de esta ciudad, en los términos del artículo 32 ibídem.  
 
 
 
CÚMPLASE. 
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